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Flor Yolanda Agudelo Castañeda y otros Vs Colpensiones Rad. 66001-31-05-002-2016-00177-01

Providencia:                             Sentencia de 18 de diciembre de 2017
Radicación Nro.

66001-31-05-002-2016-00177-01

Proceso

 
Ordinario Laboral

Demandante:


Flor Yolanda Agudelo Castañeda  

Demandado:


Colpensiones
Magistrado Ponente:                Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
            
Juzgado Segundo Laboral del Circuito 
Tema:



1. EL FENÓMENO DE LA COSA JUZGADA. - El anterior análisis era necesario, no porque en el presente asunto se estuviera solicitando el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, pues dicha prestación fue reconocida por Colpensiones mediante Resolución No GNR 246968 de 2013 en cumplimiento de una orden de tutela, sino porque al advertir que de haber sometido el caso ante esta jurisdicción como correspondía, pues la jurisdicción constitucional, salvo excepcionalísimas condiciones,  no está prevista para otorgar prestaciones del sistema pensional con carácter definitivo, el derecho ni siquiera se hubiera declarado a favor de la accionante y sus hijos.  Pero como quiera que, de manera ligera, sin el estudio del lleno de requisitos que ha considerado necesarios la Corte Constitucional para conceder por tutela pensiones de manera definitiva, el Juzgado Segundo Administrativo de Pereira concedió de esta manera el derecho, esa decisión hizo tránsito a cosa juzgada constitucional y corresponde acatarla, tanto a la autoridad administrativa como al resto de funcionarios jurisdiccionales.
2. DECLARACIÓN OFICIOSA DE LA EXCEPCIÓN DE COSA JUZGADA. - 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, dieciocho de diciembre de dos mil diecisiete, siendo las ocho y cuarenta y cinco minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte actora en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 18 de mayo de 2017, dentro del proceso que promueven FLOR YOLANDA AGUDELO CASTAÑEDA, en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES y los señores PAULA ANDREA y JUAN PABLO MUÑOZ AGUDELO, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2016-00177-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende la demandante que la justifica laboral declare que tiene derecho a que se le reconozca y pague el retroactivo de la pensión de sobrevivientes reconocida por Colpensiones correspondiente al periodo comprendido entre el 5 de marzo de 2010 y el 1º de octubre de 2013, los intereses moratorios y las costas del proceso.

El fundamento de tales peticiones radica en que contrajo matrimonio con el señor Juan Pablo Muñoz Castro, quien falleció el 5 de marzo de 2010; que acontecido lo anterior, solicitó en nombre propio y en representación de sus hijos, la pensión de sobrevivientes ante el Instituto de Seguros Sociales, dado que el causante había cotizado a esa entidad para los riegos de invalidez vejez y muerte; que mediante Resolución No 4071 de 2011 esta entidad negó la prestación y reconoció la indemnización sustitutiva; que en virtud a dicha negativa interpuso acción de tutela en contra de la entidad, proceso que correspondió por reparto al Juez Segundo Administrativo de Pereira quien en sentencia de 10 de julio de 2012, ordenó reconocerle a la actora y a sus hijos la pensión de sobrevivientes; que en cumplimiento de dicha orden Colpensiones mediante acto administrativo GNR 246968 de 2013 reconoció la prestación económica sin retroactivo pensional 

Refiere que el día 7 de mayo de 2015 solicitó el acrecimiento de su mesada pensional en un 100% y el retroactivo pensional, siéndole reconocido el primero y negado el segundo mediante resolución No GNR 45496 de 2016, negativa contra la cual interpuso recurso de apelación sin éxito.

En la contestación –fls.72 a 75- Colpensiones aceptó los hechos de la demanda pero se opuso a las pretensiones al advertir que la pensión de sobreviviente, frente a la cual se está reclamando el retroactivo, fue reconocida en virtud al cumplimiento de una orden de tutela y no como consecuencia de una decisión de esa entidad, que se negó a conceder el derecho pensional en virtud a que el causante no dejó acreditado los requisitos legales para ello.

Refiere que la decisión constitucional ordenó a esa entidad reconocer la prestación sin determinar nada respecto al retroactivo pensional y en virtud a ello se ha configurado la cosa juzgada. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito que denominó “Inexistencia de reconocimiento de intereses moratorios”, “Inexistencia del derecho”, “Prescripción” y “Buena fe”.

Los señores Paula Andrea y Juan Pablo Muñoz Agudelo, mediante apoderado judicial, integraron la litis informando que no era su deseo intervenir en la misma.

En sentencia de 18 de mayo de 2017, la funcionaria de primer grado, luego de advertir que la pensión de sobreviviente le fue reconocida por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Pereira de manera definitiva, determinó que frente a éste derecho pensional había operado la cosa juzgada constitucional.

Respeto al retroactivo pensional indicó que al mismo le asistía derecho a tales beneficiarios a partir de la ejecutoria de la sentencia de tutela, toda vez que en el ordinal tercero de la sentencia, se indicó con precisión la fecha en que la parte actora debía ser incluida en nómina, esto es cuarenta y ocho horas contadas a partir de la notificación de la sentencia, frente a lo cual no tuvo incidencia alguna el que se haya iniciado el incidente de desacato para que Colpensiones procediera a expedir la Resolución GNR 246968 para dar cumplimiento al fallo de tutela y en consecuencia ordenara el pago de la pensión de sobrevivientes al 1º de octubre de 2013. 

Precisó entonces que la fecha de reconocimiento de la prestación corresponde a la ejecutoria del fallo de tutela en atención a la posición sentada en varias de las Salas que integran la Sala Laboral de esta Corporación, en las que se indica que cuando el reconocimiento de una prestación se fundamenta en la aplicación de  principios constitucionales, es esta data la que se debe tener como fecha para ordenar el disfrute de la pensión.

En consideración con lo expuesto, condenó a Colpensiones a reconocer y pagar el retroactivo pensional a favor de los señores Flor Yolanda Agudelo Castañeda, Paula Andrea y Juan Pablo y Paula Andrea Muñoz Agudelo comprendido entre el 16 de julio de 2012 y el 30 de septiembre de 2013, en cuantía de un salario mínimo mensual legal vigente, así como a cancelar intereses moratorios a partir del 1º de agosto de 2012 hasta que se cumpla el pago total de la obligación y las costas del proceso.

Inconforme con la decisión, la parte actora la recurrió para indicar que la funcionaria de primer grado confundió el término de cumplimiento de la sentencia de tutela con la fecha de reconocimiento de la pensión de sobrevivientes que no es otra que el 5 de marzo de 2010, data en que falleció el señor Juan Pablo Muñoz, conforme lo establece el artículo 26 del acuerdo 049 de 1990, normatividad que sirvió de sustento para que fuera reconocida la gracia pensional.

Frente al argumento de que las prestaciones económicas que se reconocen en virtud a la aplicación de principios constitucionales, deben reconocerse a partir la ejecutoria de la sentencia que las ordena, indicó que sobre el particular se pronunció la Sala de Casación Laboral con ponencia del Magistrado Doctor Gerardo Botero Zuluaga en STL18582-2016, se precisó que cuando esto ocurre no puede desconocerse la fecha de causación del derecho.

En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes PROBLEMAS JURIDICOS:
¿Tiene derecho la señora María Yolanda Agudelo Castañeda al reconocimiento de pensión de sobrevivientes a partir de la fecha de fallecimiento del causante?

Con el propósito de dar solución al interrogante en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, el siguiente aspecto:

1. TUTELA COMO MECANISMO TRANSITORIO PARA EL RECONOCIMIENTO DE PENSIONES

Tiene dispuesto el artículo 8º del decreto 2591 de 1991 que cuando se trata de evitar un perjuicio irremediable, así exista otro mecanismo de defensa judicial, el juez expresamente señalará que la orden permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para decidir de fondo sobre la acción instaurada por el afectado.
También tiene sentado la Corte Constitucional que por regla general no procede la acción de tutela para el reconocimiento de prestaciones del sistema de seguridad social, sin embargo se acepta tal posibilidad como mecanismo provisional, mientras se acude a la jurisdicción ordinaria, para evitar un perjuicio irremediable y siempre y cuando no exista duda sobre la configuración del derecho. Adicionalmente y de  manera excepcionalísima, se ha aceptado para estos eventos la procedencia de la acción con efectos definitivos cuando el medio de defensa judicial que corresponde utilizar no resulte idóneo o eficaz en el caso concreto.

Es así, que al respecto la Corte Constitucional ha indicado, que en aquellos casos en que se pretende el reconocimiento de derechos derivados de la seguridad social por vía de tutela, debe primero acreditarse con suficiencia la ocurrencia de un perjuicio irremediable y segundo reunir los requisitos establecidos en la legislación para hacerse a la prestación reclamada, en orden a que resulte procedente la acción constitucional, debiendo el funcionario determinar con precisión si el amparo procede en forma definitiva, o como mecanismo transitorio.

Para determinar la modalidad de procedencia de la tutela como mecanismo definitivo o transitorio, esa misma corporación en Sentencia T-896 de 2011 indicó:

“Así las cosas, a acción de tutela procederá como mecanismo principal y definitivo para el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes cuando el medio de defensa judicial previsto para solucionar las controversias que de ella se deriven no resulte idóneo y/o eficaz en el caso concreto. La Corte Constitucional ha considerado que los mecanismos laborales ordinarios, aunque idóneos, no son eficaces cuando se trata de personas que reclaman el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes y se encuentran en circunstancia de debilidad manifiesta por su avanzada edad, por su mal estado de salud, por la carencia de ingreso económico, por su condición de madre cabeza de familia con hijos menores y/o por si situación de desplazamiento forzado, entre otras. Frente a estas circunstancias, las acciones ordinarias no son lo suficientemente expeditas frente a la exigencia de la protección inmediata de derechos fundamentales a la vida digna, al mínimo vital, a la salud, a la educación, a la vivienda digna, a la alimentación adecuada y a la seguridad social
.

Por otro lado, la acción de tutela procede de forma excepcional como mecanismo transitorio para reclamar el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes, a pesar de la existencia de un medio judicial ordinario idóneo y eficaz, cuando sea necesaria para evitar un perjuicio irremediable, el cual en estos casos se configura con la violación o amenaza del derecho fundamental al mínimo vital del peticionario y/o de su familia”.

2. PENSION DE SOBREVIVIENTES EN VIGENCIA DE LA LEY 797 DE 2003.
Establece el numeral 2º del artículo 46 de la Ley 100 de 1993 modificado por el artículo 12 de la Ley 797 de 2003, que tendrán derecho a la pensión de sobrevivientes los miembros del grupo familiar del afiliado al sistema que fallezca, siempre y cuando éste hubiere cotizado cincuenta semanas dentro de los tres años anteriores a su deceso.
3. CUMPLIMIENTO DE LOS FALLOS DE TUTELA.
El decreto 2591 de 1991 tiene previsto en el ordinal 4 del artículo 29 que el fallo de tutela deberá contener “la orden y la definición precisa de la conducta a cumplir con el fin de hacer efectiva la tutela” y precisamente el art. 27 ídem señala la obligación de cumplimiento de la decisión por la autoridad obligada y el procedimiento a seguir en caso de incumplimiento, mientras que el 52 ibídem precisa las sanciones a imponer en caso de desacato.

No se encuentra previsto en nuestra legislación que, incumplida una orden de tutela, la jurisdicción ordinaria sea utilizada como una especie de ejecutor de las órdenes impartidas en aquella vía, pues, como atrás quedó dicho, su efectividad debe buscarse en la jurisdicción constitucional con base en artículo 27 del decreto 2591 de 1991. 
4. EL CASO CONCRETO
Según el registro civil de defunción expedido por la Notaría Segundo del Círculo de Manizales –fl.16- el señor Juan Pablo Muñoz Castro falleció el 5 de marzo de 2010, fecha para la cual se encontraba vigente la Ley 797 de 2003, la cual exige al afiliado fallecido para dejar causada la pensión de sobrevivientes a favor de sus beneficiarios, que acredite cotizaciones al sistema general de pensiones correspondientes a 50 semanas consignadas dentro de los tres años anteriores al deceso, lo cual no hizo, según la historia laboral obrante del folio 233 al 234 del expediente, en la que se observa que en ese lapso no acreditó semana alguna.
Ahora, respecto a la aplicación de la condición más beneficiosa, habría que decir que tampoco bajo esa perspectiva constitucional podía el señor Muñoz Castro haber dejado causas la prestación a favor de sus causahabientes, dado que, conforme los lineamientos de la Sala de Casación Laboral, para que surja esa posibilidad debió su deceso ocurrir entre el 29 de enero de 2003 y el 29 de enero de 2006, en orden a que la prestación se rigiera por las disposiciones de la Ley 100 de 1993 en su versión original. -Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en la sentencia SL4650 de 25 de enero de 2017 radicación Nº 45262 con ponencia de los Magistrados Fernando Castillo Cadena y Gerardo Botero Zuluaga-.
El anterior análisis era necesario, no porque en el presente asunto se estuviera solicitando el reconocimiento y pago de la pensión de sobrevivientes, pues dicha prestación fue reconocida por Colpensiones mediante Resolución No GNR 246968 de 2013 en cumplimiento de una orden de tutela, sino porque al advertir que de haber sometido el caso ante esta jurisdicción como correspondía, pues la jurisdicción constitucional, salvo excepcionalísimas condiciones,  no está prevista para otorgar prestaciones del sistema pensional con carácter definitivo, el derecho ni siquiera se hubiera declarado a favor de la accionante y sus hijos.  Pero como quiera que, de manera ligera, sin el estudio del lleno de requisitos que ha considerado necesarios la Corte Constitucional para conceder por tutela pensiones de manera definitiva, el Juzgado Segundo Administrativo de Pereira concedió de esta manera el derecho, esa decisión hizo tránsito a cosa juzgada constitucional y corresponde acatarla, tanto a la autoridad administrativa como al resto de funcionarios jurisdiccionales.

Ahora, Colpensiones cumplió la orden mediante acto administrativo GNR 246968 de 2013 y de considerarse que dicho cumplimiento fue defectuoso o tardío, lo que correspondía al beneficiario del fallo era poner en funcionamiento el artículo 27 del decreto 2591 de 1991, pues es ese el mecanismo previsto en la ley para esa clase de eventos. Lo que no puede aceptarse ahora es que se pretenda utilizar a la jurisdicción ordinaria como una especie de ejecutor de lo que la actora considera que corresponde al derecho que le concedió la jurisdicción constitucional, pues se itera, de haber sido, como correspondía, presentado el asunto ante la jurisdicción ordinaria, en ella se habría denegado el derecho por el no cumplimiento de los requisitos para acceder al mismo.

En efecto, revisando el fallo proferido por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela que inició la señora Flor Yolanda Agudelo Castañeda, el juez constitucional determinó que la accionante y sus hijos tenían derecho a la pensión de sobrevivientes en atención a que el causante había acreditado más de 300 semanas de cotización antes de entrar en vigencia la Ley 100 de 1993, por lo que dio a aplicación al  principio de la condición más beneficiosa, permitiendo que una situación que se consolidó en vigencia de la Ley 797 de 2003, se rigiera por el Acuerdo 049 de 1990, análisis que no es coincidente con lo adoctrinado por la Sala de Casación Laboral, quien tiene establecida una clara línea sobre los requisitos para la aplicación de la figura de la condición más beneficiosa y su temporalidad.

Ahora, al haber sido en este asunto concedida la prestación en cumplimento de una orden constitucional que nada dijo sobre la transitoriedad de la misma, se entiende entonces que el reconocimiento pensional fue hecho con carácter definitivo, lo que implica que ningún cuestionamiento o modificación al respecto puede hacer el juez ordinario, en consideración a que se ha configurado la cosa juzgada constitucional, tal como lo estimó la juez de primer grado. Siendo del caso reiterar que cualquier controversia sobre el cumplimiento defectuoso de la orden otorgada en la sentencia de tutela, correspondía plantearla por la vía del desacato, toda vez que la decisión tuvo carácter definitivo y no el provisional que habría permitido a la jurisdicción ordinaria el estudio cabal del asunto.

Desde otra perspectiva debe resaltarse que el análisis realizado por la juez de tutela para ordenar el reconocimiento de la pensión de sobrevivientes a la señora Flor Yolanda Agudelo Castañeda, no atiende lo adoctrinado por la Corte Constitucional respecto a la temporalidad de la orden de tutela, pues no obstante ser notorias las deficiencias probatorias de la acción, en el sentido que la demandante no aportó elementos de juicio que permitieran establecer la afectación al mínimo vital y el estado de salud de uno de sus hijos menores, decidió ordenar el reconocimiento pensional de manera definitiva, únicamente bajo el argumento de que el ISS no desvirtuó la presunción de la condición de sujeto de especial protección que ostentaba Agudelo Castañeda por ser madre cabeza de familia con hijos menores a cargo, lo cual a todas luces resultaba insuficiente para el efecto.  Pasando por alto además, para otorgar el derecho de manera definitiva, la marcada controversia respecto a la acreditación de los requisitos mínimos para acceder a la pensión de sobrevivientes.

Al margen de lo anterior y ya definido como está el derecho pensional por la funcionaria citada, se tiene que, tal como lo indicó el recurrente, la sentencia de tutela no determinó la fecha a partir de la cual debía reconocerse la prestación, pues el término de cuarenta y ocho (48) horas allí previsto era para dar cumplimiento a la orden impartida.  El que Colpensiones lo haya cumplido o no como fue dispuesta es un tema que resulta ajeno al presente debate, pues para el caso del incumplimiento, si es que lo hubo, lo procedente era el trámite del incidente de desacato. De allí que habiendo, el juzgado de conocimiento dispuesto el pago de mesadas pensionales causadas entre las 48 horas siguientes al fallo de tutela y la fecha de cumplimiento de la sentencia, se inmiscuyó en un asunto que no era de su competencia, como se indicó atrás y por eso, en consideración al grado jurisdiccional de consulta que opera en favor de Colpensiones, habrá de revocarse su decisión para en su lugar denegar la totalidad de las súplicas de la demanda.

Adicionalmente, se dispondrá, conforme a las consideraciones anotadas con precedencia, compulsar copias de la actuación de la Juez Segunda Administrativa del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela iniciada por la actora en contra del Instituto de Seguros Sociales, con el fin de que investiguen las posibles faltas disciplinarias en las que haya podido incurrir al decidir dicho trámite.

Lo anterior se dispone básicamente porque no se puede por la vía de la tutela patrocinar el desconocimiento de los procedimientos ordinarios previstos en la ley como tampoco desconocer los presupuestos establecidos por la Corte Constitucional para reconocer pensiones de manera definitiva, máxime cuando la misma juez constitucional al momento de decidir la acción de tutela formulada por  Agudelo Castañeda precisó en la sentencia haber evidenciado falencias probatorias relacionadas con la afectación de los derechos fundamentales al mínimo vital y a la salud de los beneficiarios de la prestación.  Adicionalmente se observa que la accionante no alegó tener la condición de sujeto de especial protección por ser una persona de la tercera edad o en condición de discapacidad o desplazada, razones poderosas para no haber otorgado la pensión de sobrevivientes en los términos del fallo de tutela proferido por el Juzgado Segundo Administrativo del Circuito.

Ahora, el que la entidad accionada no haya desvirtuado la condición de madre cabeza de familia y la dependencia de sus menores hijos y en virtud a ello operaba la presunción de veracidad, lo que permitía  era proceder al amparo de los derechos fundamentales afectados, pero de manera transitoria, en orden a evitar un perjuicio irremediable, configurado por la afectación del mínimo vital de la peticionaria y los menores beneficiados.

Costas en esta sede a cargo de la parte actora en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR  la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el 18 de mayo de 2017, para en su lugar denegar la totalidad de las pretensiones de la demanda.
SEGUNDO. COMPULSAR copias de la actuación de la Juez Segunda Administrativa del Circuito de Pereira, dentro de la acción de tutela iniciada por la señora Flor Yolanda Agudelo Castañeda  contra del Instituto de Seguros Sociales, con el fin de que investiguen las posibles faltas disciplinarias en las que haya podido incurrir al decidir dicho trámite.
TERCERO. CONDENAR en costas en ambas instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES         OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA
ALONSO GAVIRIA OCAMPO
Secretario
� Sentencia T-1045 de 2010 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva.
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